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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CUATRO (04) DE MARZO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2024-00001 (T02-2024-00025-01 S.I.) 
ACCIONANTE: CONJUNTO RESIDENCIAL PUERTO TIMBAL 
REPRESENATNTE LEGAL: YULY JOHANNA MARTINEZ JANY  
ACCIONADO: AIR-E S.A E.S.P 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 

proferido el 14 de agosto de 2023 por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por CONJUNTO RESIDENCIAL 

PUERTO TIMBAL  a través de su representante legal YULY JOHANNA MARTINEZ 

JANNY  en contra de AIR-E S.A E.S.P, por la presunta violación de su derecho 

fundamental a la vivienda digna, vida, acceso a los servicios de agua y energía 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 

SIGCMA 
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MEDIDA PROVISIONAL 
 

 

 
 
 

PRETENSIONES 
 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD a través de auto adiado 12 de enero de 2024, ordenándose oficiar a la 
accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. Además, 
vincula a ADMINISTRACION DEL CONJUNTO RESIDENCIAL PUERTO TIMBAL, a la 
PERSONERIA MUNICIPAL DE SOLEDAD y a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS 
Informes que fue allegado al plenario y sustentado en los siguientes términos:  
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INFORME PERSONERIA DE SOLEDAD 
BENJAMIN LATORRE en calidad de personero, manifestó: 

 

 
 
MEMORIAL ACCIONANTE 

 

 
 
INFORME SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS 
ERIKA SALAZAR DUQUE en calidad de apoderada manifestó: 
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MEMORIAL ACCIONANTE 

 
 
 

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, mediante providencia del 26 
de enero de 2024, resolvió declarar improcedente el amparo invocado toda vez que no 
cumplía el requisito de subsidiariedad. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente conceder el amparo invocado por la parte actora, 
presuntamente vulnerados por AIR-E S.A E.S.P con ocasión de la suspensión del servicio 
de energía encontrándose facturas en reclamación   

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

Como quiera que la acción de tutela es interpuesta por la presunta trasgresión del 

derecho fundamental al debido proceso este despacho realizará una breve referencia al 

mismo para finalmente estudiar el fondo del asunto. 

DEBIDO PROCESO Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  carácter 

fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  

con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades 

judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los derechos de 

los individuos.  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 

impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 

el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  

general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  

las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  

jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  

debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 

tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  

encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 

flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  

que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 

inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  
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cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  

que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  

juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 

determinadas cuestiones” 

 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al menos los 

derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un acceso igualitario 

de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante 

autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) al juez 

natural, identificado como el funcionario con capacidad legal para ejercer jurisdicción en 

determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el 

derecho a la defensa. 

 

LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA ANTE LA EXISTENCIA DE OTRO 

MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL EN CURSO. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA.  

  

Al ser la Constitución Política la norma fundamental del ordenamiento jurídico colombiano, 

los valores, principios y derechos constitucionales irradian al resto de las normas vigentes. 

Este principio influye también en las acciones existentes para dilucidar conflictos en torno 

a todos los derechos legales y constitucionales. Así, la garantía de los derechos no es 

asunto exclusivo o reservado de la acción de tutela. Por el contrario, todas las 

herramientas judiciales dispuestas por el legislador deben permitir su protección.  

   

De esta forma, es necesario entender que los mecanismos judiciales ordinarios son los 

instrumentos preferentes a los cuales deben acudir las personas para lograr la protección 

de sus derechos; pues los jueces ordinarios están obligados a resolver los problemas 

legales que a aquellas aquejen, garantizando en todo momento la primacía de los 

derechos inalienables. De ahí que la tutela por parte de la jurisdicción constitucional 

adquiera carácter subsidiario frente a los restantes medios de defensa judicial.  

  

En vista de lo anterior, el inciso 3º del artículo 86 estableció que la acción de tutela “(…) 

Sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

(Subrayado y cursiva del Despacho).  

  

En desarrollo de dicha disposición Constitucional, el numeral Primero (01) del artículo 

Seis (06) del Decreto 2591 de 1991 estableció la improcedencia de la acción en aquellos 

casos en que existan otros recursos o medios de defensa judiciales al alcance dlas 

accionantes. Ello significa que en el evento en que para un caso concreto existan otros 

mecanismos judiciales, corresponde al accionante agotar dichos recursos, es decir, hacer 

uso de todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial que se 

encuentren a su disposición para invocar la protección de sus derechos.  

  

En este orden de ideas, la protección de los derechos fundamentales no es un asunto que 

el orden jurídico reserve exclusivamente a la acción de tutela, la cual es, por mandato 

Constitucional, residual. Sin embargo, de la sola existencia de medios alternativos de 

defensa judicial, no deviene automáticamente la improcedencia de la acción, pues 

aquellos deben ser eficientes e idóneos y evitar el acaecimiento de un perjuicio 

irremediable a los derechos fundamentales.   

  

De esta forma, en aquellos eventos en que se establezca que el ordenamiento jurídico 

tiene previsto un medio ordinario de defensa judicial, corresponde al juez constitucional 

resolver dos cuestiones: la primera, consiste en determinar si el medio judicial alterno 

presenta la idoneidad y eficacia necesarias para la defensa de los derechos 
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fundamentales. Posteriormente, debe abordarse la cuestión subsiguiente; consistente en 

determinar si concurren los elementos del perjuicio irremediable, que, conforme a la 

jurisprudencia constitucional, legitiman el amparo transitorio.  

  

Ahora bien, del artículo 2º de la Constitución se desprende como uno de los fines 

esenciales del Estado garantizar la efectividad de los derechos. Siguiendo este principio, 

la idoneidad de un recurso o medio implica que éste sea adecuado para producir un 

efecto concreto que no sea manifiestamente absurdo o irrazonable frente a la pretensión 

del demandante. Por su parte, la eficacia del recurso o medio debe ser entendida como la 

posibilidad real de producir el resultado para el cual fue concebido el mismo. Respecto al 

acaecimiento de un perjuicio irremediable y por ende la procedencia de la acción de tutela 

para amparar transitoriamente los derechos fundamentales, esto ocurre cuando el medio 

judicial existente presenta idoneidad y eficacia, pero no tiene la capacidad de respuesta 

oportuna que la situación concreta requiere. Respecto a este punto, la Corte, reiterando 

su jurisprudencia, manifestó en la Sentencia T-972 de 2005:    

  

“…Esta Corporación ha considerado desde sus primeras decisiones que el perjuicio 

irremediable consiste en un riesgo inminente que se produce de manera cierta y evidente 

sobre un derecho fundamental, que de ocurrir no existirá forma de reparar el daño. La 

gravedad de los hechos debe ser de tal magnitud que haga impostergable la tutela como 

mecanismo de protección inmediata de los derechos; además, debe resultar urgente la 

medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en que se 

encuentra”.  

  

Estos criterios se han reiterado y desarrollado así:  

  

 “Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia 

concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia, que 

exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese 

perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad 

de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de 

relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, 

como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección 

de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados.  Con 

respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la simple 

posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de 

manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que 

sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral”.    

 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, se tiene que la accionante YULY JOHANNA MARTINEZ JANY en 

calidad de representante legal del CONJUNTO RESIDENCIAL PUERTO TIMBAL 

considera vulnerados sus derechos por parte de AIR-E S.A E.S.P, lo anterior, con ocasión 

de la suspensión del servicio de energía aun cuando se encuentra vigente un acuerdo de 

pago y además unas facturas en reclamación.  

La accionada AIR-E S.A E.S.P no rindió informe, y la vinculada SUPERSERVICIOS 

señala que una vez consultado el sistema de información CRONOS, no se encontró 

petición queja o recurso relacionada con los meses de julio de 2023 a noviembre de 2023, 

remitido tanto por el accionante, como por el prestador AIR-E-ESP. 

No obstante, se encontró un expediente de Apelación No 20228204234652, relacionado 

con el exceso de consumo de los meses de abril de 2022 a agosto de 2022, remitido por 

el prestador AIR-E-ESP., el cual fue radicado mediante el No SSPD No. 
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20228204234652, y fue devuelto por incompleto al prestador mediante radicado 

20238202078081 del 16 de junio de 2023, y consultado nuestro sistema la citada 

prestadora no ha enviado el Expediente, para que esa Superintendencia resuelva el 

recurso de alzada. 

El a quo en fallo de primera instancia resolvió declarar improcedente el amparo toda vez 

que la presente acción no cumple el requisito de subsidiariedad ya que el actor debe 

adelantar el trámite ante la superintendencia de servicios públicos domiciliarios. 

Inconforme con lo anterior la accionante impugna el fallo asegurando que el mismo debe 

ser revocado asegurando que le asiste el derecho al amparo ya que la accionada además 

de no rendir informe procedió a suspender el servicio de energía afectando a todas las 

familias habitantes del conjunto residencial. 

La acción de tutela, como vía preferente y sumaria, fue instituida por el Constituyente de 

1991 con un carácter netamente subsidiario o residual, comporta que la petición de 

amparo no se abra paso cuando el presuntamente agraviado o amenazado en sus 

derechos constitucionales fundamentales, tiene o tuvo a su disposición en su momento 

otros medios idóneos de defensa judicial, porque bien sabido es que la misma no ha sido 

consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los 

ordinarios, o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de 

competencia de los jueces. 

La jurisprudencia constitucional ha reiterado que, por regla general, la acción de tutela no 

procede para controvertir la validez ni la legalidad de los actos administrativos, en razón a 

que, la naturaleza residual y subsidiaria de este mecanismo constitucional impone al 

ciudadano la carga razonable de acudir previamente, a través de los respectivos medios 

de control, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de solucionar los 

conflictos con la Administración y proteger los derechos de las personas. 

De hecho, las solicitudes planteadas por la parte accionante no cumplen con el requisito 

de subsidiariedad, en la medida en que cualquier inconformidad con actuaciones 

administrativas y/o actos administrativos de carácter general, impersonal y abstractos, 

pueden ser debatidos ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, resultando ser 

improcedente que por vía constitucional se ordene, exigir su cumplimiento, revisar, 

verificar la legalidad y/o cumplimiento de los mismos u otro asunto relacionado con estos. 

A este tenor, el Decreto 2591 de 1991, por el cual se reglamenta la acción de tutela 

consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, en su artículo 06 ha 

señalado las causales de improcedencia de la acción de tutela, resaltando el Despacho 

las plasmadas en los numerales 1 y 5 del citado artículo: 

“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de 

dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 

circunstancias en que se encuentra el solicitante. (…) 

4. (…) Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto. 

De igual manera, no debe pasarse por alto, que al tenor de lo dispuesto en el artículo 154 

y subsiguientes de la Ley 142 de 1994, se habla respecto al derecho a controvertir los 

actos derivados de la prestación del servicio público domiciliario, mediante reclamos 

directos en contra del servicio y directamente radicados ante la empresa que lo presta, 

teniendo la posibilidad de ejercer los recursos de reposición y en subsidio de apelación, 

cuando se considere que la primera respuesta suministrada por la empresa prestadora del 

servicio, no resuelve conforme a los intereses de la parte que así, peticiona. 
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Así las cosas, considera este Despacho en concordancia con lo expuesto por el A quo 

que la presente acción resulta improcedente, toda vez que al actora cuenta con 

mecanismos de defensa ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 

Asimismo, el artículo 140 de la Ley 142 de 1994, refiere que puede suspenderse el 

servicio, cuando existe incumplimiento, así: 

(…) Artículo 140. Suspensión por incumplimiento. Modificado por el art. 19 de 
la Ley 689 de 2001. El incumplimiento del contrato por parte del suscriptor o 
usuario da lugar a la suspensión del servicio en los eventos señalados en las 
condiciones uniformes del contrato de servicios y en todo caso en los siguientes: 

La falta de pago por el término que fije la entidad prestadora, sin exceder en todo 
caso de tres períodos de facturación, y el fraude a las conexiones, acometidas, 
medidores o líneas. 

Es causal también de suspensión, la alteración inconsulta y unilateral por parte del 
usuario o suscriptor de las condiciones contractuales de prestación del servicio. 

Durante la suspensión, ninguna de las partes puede tomar medidas que hagan 
imposible el cumplimiento de las obligaciones recíprocas tan pronto termine la 
causal de suspensión. 

Haya o no suspensión, la entidad prestadora puede ejercer todos los demás 
derechos que las leyes y el contrato uniforme le conceden para el evento del 
incumplimiento. 

De otro lado, en el caso en particular, no se acreditó la existencia de un perjuicio 

irremediable de la parte accionante, que conlleve habilitar el estudio del amparo 

constitucional como mecanismo transitorio y tampoco se evidencia una situación que 

revista tal gravedad o que configure un perjuicio de tal magnitud, con relación al titular 

legitimo en la causa por activa de esta acción constitucional, que corresponde a una 

“persona jurídica”, pues se trata de la “propiedad horizontal - CONJUNTO RESIDENCIAL 

PUERTO TIMBAL”, la cual actúa por intermedio de su representante legal, YULY 

JOHANNA MARTINEZ JANY. 

 

Por lo antes expuesto se confirmará el fallo proferido por el JUZGADO PRIMERO CIVIL 

MUNICIPAL DE SOLEDAD de fecha 26 de enero de 2024. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 26 de enero de 2024 

por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL  DE SOLEDAD dentro de la ACCIÓN DE 

TUTELA incoada por YULY JOHANNA MARTINEZ JANY, en contra de CONJUNTO 

RESIDENCIA PUERTO TIMBAL,  de conformidad con lo expuesto en la parte motiva. 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/home/Norma1.jsp%3fi=4633#19
https://www.funcionpublica.gov.co/home/Norma1.jsp%3fi=4633#19
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